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Los Alcances Nº 106 y Nº 107 a La Gaceta Nº 102; Año CXLIII, 
se publicaron el viernes 28 de mayo del 2021.

PODER LEGISLATIVO
LEYES
Nº 9975

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA
DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA

DECRETA:
REFORMA DE LOS ARTÍCULOS 1, 2, 21, 22, 23, 25, 26,

27, 29, 30, 31, 34, 35, 36, 37, 38 Y 39 DE LA LEY 8589,
PENALIZACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS
MUJERES, DE 25 DE ABRIL DE 2007, Y REFORMA

DEL INCISO D) DEL ARTÍCULO 239 DE LA
LEY 7594, CÓDIGO PROCESAL PENAL,

DE 10 DE ABRIL DE 1996
ARTÍCULO 1- Se reforman los artículos 1, 2, 21, 22, 

23, 25, 26, 27, 29, 30, 31 , 34, 35, 36, 37, 38 y 39 de la Ley 8589, 
Penalización de la Violencia contra las Mujeres, de 25 de abril de 
2007. Los textos son los siguientes:

Artículo 1- Fines
La presente ley tiene como fin proteger los derechos de las 

mujeres víctimas de violencia y sancionar las formas de violencia 
física, psicológica, sexual y patrimonial perpetrada en su contra, por 
ser una práctica discriminatoria por razón de género, específicamente 
en una relación o vínculo de pareja, sea matrimonial, unión de hecho, 
noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, 
aun cuando medie divorcio, separación o ruptura, en cumplimiento 
de las obligaciones contraídas por el Estado en la Convención para la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
Ley 6968, de 2 de octubre de 1984, así como en la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, Ley 7499, de 2 de mayo de 1995.

Artículo 2- Ámbito de aplicación
Esta ley se aplicará cuando las conductas tipificadas como 

delitos se dirijan contra una mujer, en el contexto o con ocasión de 
una relación o vínculo de pareja, sea matrimonial, unión de hecho, 
noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, 
aun cuando medie divorcio, separación o ruptura, siempre que la 
conducta no constituya un delito más grave o previsto con una pena 
mayor.

Artículo 21- Femicidio
Se le impondrá pena de prisión de veinte a treinta y cinco 

años a quien dé muerte a una mujer con la que mantenga o haya 
mantenido una relación o vínculo de pareja, sea matrimonial, unión 
de hecho, noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual u otra 
análoga, aun cuando medie divorcio, separación o ruptura, siempre 
que la conducta no constituya un delito más grave o previsto con 
una pena mayor.

Artículo 22- Maltrato
A quien por cualquier medio golpee o maltrate físicamente 

a una mujer con quien mantenga o haya mantenido una relación 
o vínculo de pareja, sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, 
convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, aun cuando 
medie divorcio, separación o ruptura, siempre que la conducta no 
constituya un delito más grave o previsto con una pena mayor, sin 
que incapacite para sus ocupaciones habituales, se le impondrá pena 
de prisión de tres meses a un año.

Si de la acción resulta una incapacidad para sus labores 
habituales menor a cinco días, se le impondrá pena de seis meses a 
un año de prisión, siempre que la conducta no constituya un delito 
más grave o previsto con una pena mayor.

A quien cause daño en el físico o a la salud de una mujer 
con quien mantenga o haya mantenido una relación o vínculo de 
pareja, sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, convivencia, de 
no convivencia, casual u otra análoga, aun cuando medie divorcio, 
separación o ruptura, siempre que la conducta no constituya un 
delito más grave o previsto con una pena mayor que le produzca una 
incapacidad para sus ocupaciones habituales por un tiempo mayor 
a cinco días y hasta por un mes, se le impondrá pena de prisión de 
ocho meses a dos años.

Artículo 23- Restricción a la libertad de tránsito
Será sancionado con pena de prisión de dos a diez años, 

quien, sin ánimo de lucro, prive o restrinja la libertad de tránsito 
a una mujer con quien mantenga o haya mantenido una relación 
o vínculo de pareja, sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, 
convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, aun cuando 
medie divorcio, separación o ruptura, siempre que la conducta no 
constituya un delito más grave o previsto con una pena mayor.

Artículo 25- Ofensas a la dignidad
Será sancionado con pena de prisión de seis meses a dos 

años, al que ofenda de palabra en su dignidad o decoro, a una mujer 
con quien mantenga o haya mantenido una relación o vínculo de 
pareja, sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, convivencia, de 
no convivencia, casual u otra análoga, aun cuando medie divorcio, 
separación o ruptura, siempre que la conducta no constituya un 
delito más grave o previsto con una pena mayor.
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Artículo 26- Restricción a la autodeterminación
Se le impondrá pena de prisión de dos a cuatro años a quien, 

mediante el uso de amenazas, violencia, intimidación, chantaje, 
persecución o acoso, obligue a una mujer con quien mantenga o 
haya mantenido una relación o vínculo de pareja, sea matrimonial, 
unión de hecho, noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual 
u otra análoga, aun cuando medie divorcio, separación o ruptura, 
siempre que la conducta no constituya un delito más grave o previsto 
con una pena mayor, a hacer, dejar de hacer o tolerar algo a lo que 
no está obligada.

Artículo 27- Amenazas contra una mujer
Quien amenace a una mujer, a su familia o a una tercera persona 

íntimamente vinculada, con quien mantenga o haya mantenido una 
relación o vínculo de e pareja, sea matrimonial, unión de hecho, 
noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, aun 
cuando medie divorcio, separación o ruptura, siempre que la conducta 
no constituya un delito más grave o previsto con una pena mayor, será 
sancionado con pena de prisión de seis meses a dos años.

Artículo 29- Violación contra una mujer
Quien le introduzca el pene, por vía oral, anal o vaginal, a 

una mujer con quien mantenga o haya mantenido una relación o 
vínculo de pareja, sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, 
convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, aun cuando 
medie divorcio, separación o ruptura, siempre que la conducta no 
constituya un delito más grave o previsto con una pena mayor, 
contra la voluntad de ella, será sancionado con pena de prisión de 
doce a dieciocho años.

La misma pena será aplicada a quien le introduzca algún 
objeto, animal o parte del cuerpo, por vía vaginal o anal, a quien 
obligue a la ofendida a introducir, por vía anal o vaginal, cualquier 
parte del cuerpo u objeto al autor o a sí misma.

Artículo 30- Conductas sexuales abusivas
Se le impondrá sanción de pena de prisión de tres a seis años, 

a quien obligue a una mujer con la cual mantenga o haya mantenido 
una relación o vínculo de pareja, sea matrimonial, unión de hecho, 
noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, 
aun cuando medie divorcio, separación o ruptura, siempre que la 
conducta no constituya un delito más grave o previsto con una pena 
mayor, a soportar durante la relación sexual actos que le causen 
dolor o humillación, a realizar o ver actos de exhibicionismo, a 
ver o escuchar material pornográfico o a ver o escuchar actos con 
contenido sexual.

Artículo 31- Explotación sexual de una mujer
Será sancionado con pena de prisión de dos a cinco años, 

quien obligue a una mujer con quien mantenga o haya mantenido 
una relación o vínculo de pareja, sea matrimonial, unión de hecho, 
noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, 
aun cuando medie divorcio, separación o ruptura, siempre que la 
conducta no constituya un delito más grave o previsto con una pena 
mayor, a tener relaciones sexuales con terceras personas, sin fines 
de lucro.

Artículo 34- Sustracción patrimonial
Será sancionado con pena de prisión de seis meses a tres años, 

quien sustraiga, ilegítimamente, algún bien o valor de la posesión 
o patrimonio a una mujer con quien mantenga o haya mantenido 
una relación o vínculo de pareja, sea matrimonial, unión de hecho, 
noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, 
aun cuando medie divorcio, separación o ruptura, siempre que la 
conducta no constituya un delito más grave o previsto con una pena 
mayor. 

Artículo 35- Daño patrimonial
La persona que en perjuicio de una mujer con quien mantenga 

o haya mantenido una relación o vínculo de pareja, sea matrimonial, 
unión de hecho, noviazgo, convivencia, de no convivencia, casual 
u otra análoga, aun cuando medie divorcio, separación o ruptura, 
destruya, inutilice, haga desaparecer o dañe un bien de su propiedad, 
posesión o tenencia, o un bien que es susceptible de ser ganancial, 
será sancionada con una pena de prisión de tres meses a dos años, 
siempre que no configure otro delito castigado más severamente.

Artículo 36- Limitación al ejercicio del derecho de 
propiedad

Será sancionada con pena de prisión de ocho meses a tres 
años, la persona que impida, limite o prohíba el uso, el disfrute, la 
administración, la transformación, la enajenación o la disposición 
de uno o varios bienes que formen parte del patrimonio de la mujer 
con quien mantenga o haya mantenido una relación o vínculo de 
pareja, sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, convivencia, de 
no convivencia, casual u otra análoga, aun cuando medie divorcio, 
separación o ruptura, siempre que la conducta no constituya un 
delito más grave o previsto con una pena mayor.

Artículo 37- Fraude de simulación sobre bienes 
susceptibles de ser gananciales

A la persona que simule la realización de un acto, contrato, 
gestión, escrito legal o judicial, sobre bienes susceptibles de ser 
gananciales, en perjuicio de los derechos de una mujer con quien 
mantenga o haya mantenido una relación o vínculo de pareja, sea 
matrimonial, unión de hecho o convivencia, aun cuando medie 
divorcio, separación o ruptura, siempre que la conducta no constituya 
un delito más grave o previsto con una pena mayor, se le impondrá 
una pena de prisión de dos meses a tres años, si el monto de lo 
defraudado no excediera de diez veces el salario base y, con prisión 
de seis meses a diez años, si el monto de lo defraudado excediera de 
diez veces el salario base.

Artículo 38- Distracción de las utilidades de las 
actividades económicas familiares

Será sancionada con pena de prisión de seis meses a un año, 
la persona que unilateralmente sustraiga las ganancias derivadas 
de una actividad económica familiar o disponga de ellas para su 
exclusivo beneficio personal y en perjuicio de los derechos de 
una mujer con quien mantenga o haya mantenido una relación o 
vínculo de pareja, sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, 
convivencia, de no convivencia, casual u otra análoga, aun cuando 
medie divorcio, separación o ruptura, siempre que la conducta no 
constituya un delito más grave o previsto con una pena mayor.

Artículo 39- Explotación económica de la mujer
La persona que, mediante el uso de la fuerza, la intimidación 

o la coacción, se haga mantener, total o parcialmente, por una mujer 
con quien mantenga o haya mantenido una relación o vínculo de 
pareja, sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, convivencia, de 
no convivencia, casual u otra análoga, aun cuando medie divorcio, 
separación o ruptura, siempre que la conducta no constituya un 
delito más grave o previsto con un pena mayor, será sancionada con 
pena de prisión de seis meses a tres años.

ARTÍCULO 2- Se reforma el inciso d) del artículo 239 
de la Ley 7594, Código Procesal Penal, de 10 de abril de 1996. El 
texto es el siguiente:

Artículo 239- Procedencia de la prisión preventiva
El tribunal ordenará la prisión preventiva del imputado, 

siempre que concurran las siguientes circunstancias:
(…)
d) Exista peligro para la víctima, la persona denunciante o 

el testigo. Cuando la víctima se encuentre en situación de riesgo, 
el juez tomará en cuenta la necesidad de ordenar esta me ida, 
especialmente en el marco de la investigación de delitos previstos de 
la Ley 8589, Penalización de la Violencia contra las Mujeres, de 25 
de abril de 2007, así como otros delitos donde la persona investigada 
mantiene o haya mantenido con la víctima una relación o vínculo de 
pareja, sea matrimonial, unión de hecho, noviazgo, convivencia, de 
no convivencia, casual u otra análoga, aun cuando medie divorcio, 
separación o ruptura.

ASAMBLEA LEGISLATIVA- Aprobado a los once 
días del mes de marzo del año dos mil veintiuno.

COMUNÍCASE AL PODER EJECUTIVO
Eduardo Newton Cruickshank Smith

Presidente
Ana Lucía Delgado Orozco María Vita Monge Granados
        Primera secretaria Segunda secretaria
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Todas las anteriores posibles acciones numeradas son muy 
importantes y se requieren para auxiliar a los sectores más afectados 
en los procesos de pago, readecuación de deudas, plazos de moratoria 
y suspensión de pago, pero más allá de estas nobles acciones, se 
requieren normas que sustenten y den sostenibilidad para que estos 
sectores, especialmente las clases más vulnerables, puedan enfrentar 
de manera segura y sostenida esta situación de crisis nacional.

El Semanario Universidad publicó el pasado 4 de febrero 
del 2021, un reportaje titulado: “Defensoría de apoyo al deudor 
considera insuficientes medidas de Conassif para flexibilizar 
créditos”, y para ilustrar esto, en lo que nos interesa sobre la 
propuesta de ley cito:

La Defensoría de Apoyo al Deudor (Defade) aseguró que 
las medidas tomadas por el Consejo Nacional de Supervisión 
del Sistema Financiero (Conassif) para mitigar los efectos de 
la pandemia por COVID-19 son «insuficientes».

El pasado 2 de febrero, Conassif anunció la prórroga, 
hasta el 31 de diciembre de 2021, de acciones como la 
posibilidad de modificar las condiciones contractuales de 
los créditos que requieren los deudores, la flexibilización 
temporal de los requerimientos de capital asociados al plazo 
de operaciones y medición de riesgos de mercado, y la 
posibilidad de prorrogar refinanciamientos y readecuaciones 
sin necesidad de análisis de estrés de deudores.

Mediante un comunicado de prensa, la asesora legal 
de Defade, Stephanie Portuguez, afirmó que el anuncio del 
Consejo excluye a las personas que ya estaban afectadas 
previo a la pandemia por COVID-19 y limita las acciones de 
los bancos.

Según el grupo, la cantidad de propiedades que entran 
en cobro judicial para remate se han mantenido constantes. 
Por ejemplo, en enero del 2019 se realizaron 284 remates, en 
el mismo mes del 2020 fueron 352 y en enero del 2021 se 
dieron 384 remates.

Esto muestra que se han reducido los arreglos de pago 
y las entidades financieras se están llenando de inmuebles 
rematados (similar a una crisis inmobiliaria). Además, el 
negocio de recuperación de créditos y cobro de carteras de 
incobrables se encuentran en auge debido al incumplimiento 
de la colectividad. Las estadísticas indican que no es claro el 
panorama del año 2021 respecto al aumento del impago de las 
deudas», indicó la Defade.

Como medidas adicionales, la Defensoría pidió a 
Conassif que se liberen fondos a quienes venían afectados 
previo a la pandemia y que el alcance de la modificación en 
la calificación de deudores se amplíe para quienes ya venían 
en una situación crítica, pero que pueda demostrarse que la 
inyección de capital generaría un crecimiento del tomador del 
crédito.
El flexibilizar las medidas crediticias y establecer la 

suspensión del cobro, si bien es cierto, es un importante esfuerzo 
de las entidades del sector financiero nacional, pero, a la vez, es un 
deber en tiempos de crisis y emergencia país solidarizarse con las 
familias costarricenses y todos los sectores de la economía nacional 
que así lo requieran, este esfuerzo que se convierte en un paliativo 
importante, que llevará alivio, en un estado de tanta vulnerabilidad 
económica para las personas y las pequeñas empresas, facilitando 
con esto que el camino para enfrentar y salir de esta crisis, no sea tan 
tortuoso y traiga paz y tranquilidad, posibilitando que la población 
para que salga adelante y mejore su salud financiera.

Es importante conocer, con el objeto de dar mayores elementos 
para sustentar esta iniciativa y su necesidad de aprobarla, sobre los 
señalamientos que realiza la Cepal en este orden donde nos dice: Que 
el impacto de la pandemia en los sectores productivos más afectados 
abarcarán a un tercio del empleo y un cuarto del PIB de la región. 
El organismo estima que 2,7 millones de empresas podrían cerrar, la 
mayoría de ellas microempresas, lo que implicaría la pérdida de 8,5 
millones de empleos.

Más de un tercio del empleo formal y un cuarto del producto 
interno bruto (PIB) de América Latina y el Caribe se genera en 
sectores fuertemente golpeados por la crisis económica derivada por 
la enfermedad del coronavirus (covid-19).

Dado en la Presidencia de la República, San José, a los catorce 
días del mes de mayo del año dos mil veintiuno.

EJECÚTESE Y PUBLIQUESE.
CARLOS ALVARADO QUESADA.—La Ministra de Justicia 

y Paz, Fiorella Salazar Rojas y La Ministra de la Condición de la 
Mujer, Marcela Guerrero Campos.—1 vez.—O.C. N° 02533.—
Solicitud N° 002-2021.—( L9975 - IN2021553891 ).

PROYECTOS
PROYECTO DE LEY

SUSPENSIÓN SOLIDARIA DE COBROS DE CRÉDITOS 
PARA AFECTADOS POR LA PANDEMIA DEL COVID-19

Expediente N.° 22.517
ASAMBLEA LEGISLATIVA:

La situación social, económica y financiera que enfrenta 
actualmente nuestro país, cada día se vuelve más difícil de 
manejar y a ello tenemos que sumarle los efectos casi demoledores 
para las clases más vulnerables, que nos ha generado la peor 
pandemia sanitaria: el covid-19, dejando a su paso grandes 
estelas de dolor, sufrimiento y angustia, para cientos de familias 
costarricenses y de otras nacionalidades, por sus efectos en la 
salud y, lamentablemente, pérdida de sus seres queridos, pero 
los estragos del covid-19 no terminan ahí, también ha generado 
grandes impactos sociales, que nos podrían acompañar por un 
tiempo largo, su golpe de impacto a nuestra economía, ya de por 
sí muy sensible, no se hizo esperar, ocasionando grandes pérdidas 
considerables, entre otros, en la producción de bienes y servicios, 
con el cierre de operaciones de muchas empresas, en el sector 
turismo, transporte, el sector gastronómico, la agricultura, el 
recreativo, espectáculos y en todas las actividades del comercio 
en general, provocando con ello la pérdida de miles de empleos, 
consecuentemente acrecentando el porcentaje de desempleados 
en nuestros país (ya de por sí alarmante, rondando un 21%, 
cerca de un millón de costarricenses desempleados), pérdida 
de empleos que afectan directamente la capacidad adquisitiva 
de muchas familias de poder accesar a los productos básicos de 
consumo y la atención de los pagos de los servicios básicos como 
agua y luz, entre otros.

También se acompaña al desempleo, las reducciones de 
jornadas laborales, que terminan de ensanchar aún más la crisis 
económica, provocando esto que miles de costarricenses perdieran 
o vieran reducida su única fuente de ingresos, generando el 
incumplimiento de la atención de sus obligaciones crediticias, entre 
ellas pagos de su hipoteca, alquileres, carros, electrodomésticos, 
préstamos para la educación, tarjetas de crédito y otros bienes de 
consumo asociados.

De igual manera, este impacto no se ha hecho esperar en las 
pequeñas empresas, que también han visto de manera significativa 
reducida y afectada su actividad en la producción de bienes y 
servicios, consecuentemente sus ingresos han caído y en ese orden 
la atención de sus compromisos crediticios.

Es de reconocer los esfuerzos del Banco Central y el Consejo 
Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), 
Presidencia de la República que han accionado mecanismos 
tendientes a mejorar las condiciones crediticias para los hogares y 
empresas costarricenses entre ellos:

1- Estímulos monetarios para tratar de empujar a la 
baja las tasas de interés.

2- Ajustes temporales a la normativa con el fin de 
ampliar el espacio para la readecuación de créditos, de forma tal 
que los bancos puedan reducir las cuotas de servicio de crédito de 
sus deudores.

3- El Conassif ejerció una reducción temporal de 
provisiones contracíclicas, para permitir una mayor ampliación 
del crédito en esta coyuntura.

4- La Presidencia de la República instruyó a los 
bancos comerciales del Estado para que readecuaran los créditos 
de deudores, incluyendo una posible moratoria en el pago del 
principal y/o los intereses por tres meses prorrogables, en 
particular para los sectores más afectados.


